INFORME DE LA COMISION DE RELACIONES EXTERIORES RECAIDO EN EL PROYECTO DE ACUERDO, EN PRIMER TRÁMITE CONSTITUCIONAL, SOBRE APROBACIÓN DEL PROTOCOLO PARA LA CONSERVACION Y ADMINISTRACIÓN DE LAS AREAS MARINAS Y COSTERAS PROTEGIDAS DEL PACIFICO SUDESTE ADOPTADO EN PAIPA, COLOMBIA, EL 21 DE SEPTIEMBRE DE 1.989. 








HONORABLE SENADO: 








Vuestra Comisión de Relaciones Exteriores tiene el honor de informaros respecto del proyecto de acuerdo -en primer trámite constitucional e iniciado en mensaje de Su Excelencia el señor Presidente de la República- individualizado en el rubro. 





Al decir del mensaje con el que el Jefe del Estado inició la tramitación legislativa del proyecto de acuerdo en informe, el Protocolo sobre el cual recae tiene por objeto "proteger los ecosistemas frágiles, vulnerables, o de valor natural o cultural único, poniendo énfasis en los recursos de la flora y fauna amenazados de agotamiento y/o extinción. Cada uno de los Estados Partes debe fijar la zona costera donde se manifiesta ecológicamente la interacción de la tierra, el mar y la atmósfera. Deberá, asimismo, establecer áreas bajo su protección en forma de parques, reservas, santuarios de fauna y flora, etc., para lo cual se utilizarán criterios comunes. En dichas áreas deben regularse las actividades que pueden causar efectos adversos sobre el ecosistema, fauna y flora, y su hábitat. Las Partes efectuarán, por otra parte, evaluaciones del impacto ambiental en el caso de acciones que puedan generar efectos adversos sobre estas áreas protegidas. Se contemplan, además, medidas para prevenir, reducir y controlar la contaminación de esas zonas.". 





Más adelante, y luego de destacar los aspectos normativos más relevantes del Protocolo, Su Excelencia el señor Presidente de la República señala que la aprobación del referido instrumento internacional es de la mayor importancia para nuestro país dado que, no obstante que existe un sistema nacional de áreas protegidas constituidas por parques nacionales, reservas nacionales y monumentos naturales, no se cuenta con una política sobre parques y reservas marítimas. 





El Protocolo materia de este informe consta de un Preámbulo y de veinte artículos, cuyo contenido os reseñaremos a continuación. 





 


ARTICULO I.





Ambito de Aplicación.








Dispone que el ámbito de aplicación del Convenio en informe "será el área marítima del Pacifico Sudeste dentro de la zona marítima de soberanía y jurisdicción hasta las 200 millas de las Altas Partes contratantes". 


Su ámbito de aplicación se extiende, también, a la plataforma continental, en aquellos casos en que ésta se extiende, por las Altas Partes, más allá de sus 200 millas. 





Asimismo, establece que la zona costera -definida como el espacio en el cual "se manifiesta eco lógicamente la interacción de la tierra, el mar y la atmósfera"- será determinada, de conformidad con, criterios técnicos y científicos, por Cada Estado Parte. 





ARTICULO II.





Obligaciones Generales.








Las Altas Partes asumen el compromiso de adoptar las medidas adecuadas "para proteger y preservar los ecosistemas frágiles, vulnerables o de valor natural o cultural único, con particular énfasis en la flora y fauna amenazados de agotamiento y extinción". En cuanto al último de los aspectos mencionados, las Partes acuerdan que, en los casos en que ello sea necesario, realizarán estudios relativos a la reconstrucción del medio o repoblamiento de la fauna. El referido compromiso será ejecutado ya sea individualmente o por medio de la cooperación bilateral o multilateral. 





Con la finalidad señalada precedentemente, las Partes establecerán áreas bajo su protección, de diversas categorías, tales como parques, reservas, santuarios de fauna y flora u otras. Dichas áreas contarán con un manejo integral, basado en estudios e inventarios de sus recursos, con la finalidad de su desarrollo constante, para lo cual se prohibirá cualquier actividad que produzca efectos adversos sobre el ecosistema, la flora, la fauna y el hábitat. 








ARTICULO III.





Información sobre las Areas Protegidas.








Las Partes se comprometen a sumistrarse diversos tipos de información -que detallan- acerca de la designación de las áreas protegidas. 





Asimismo, cada Alta Parte antes de establecer sus respectivas áreas protegidas, procurará, en la medida de sus posibilidades, transmitir información sobre el particular a los demás Estados Partes del Protocolo en informe. De igual modo, informará sobre cualquier modificación que efectúa en el régimen legal o en la delimitación de sus áreas protegidas.





La información a la cual se ha hecho mención se canaliza a través de la Secretaría Ejecutiva del Protocolo en informe.





Por su parte, la referida Secretaría llevará un catastro de la información que reciba acerca  de las áreas protegidas y de las medidas regulatorias que se adopten en relación a ellas. Además, transmitirá oportunamente los informes que haya recibido. 





ARTICULO IV





Criterios Comunes.











Establece que las Partes tendrán criterios comunes en relación con el establecimiento de las áreas protegidas. En este orden de ideas, y siempre que lo estimen conveniente, solicitarán asesoría y cooperación de los organismos internacionales competentes.








ARTICULO V.





Regulación de Actividades.





Dispone que cada Alta Parte establecerá, respecto de las áreas protegidas, una gestión ambiental integrada. La referida gestión deberá concebirse dentro de los lineamientos siguientes:





“a) Establecer un manejo de la fauna y flora, acorde con las características propias de las áreas protegidas;





b) Prohibir las actividades relacionadas con la explotación minera del suelo y subsuelo del área protegida;





c) Regular toda actividad científica, arqueológica o turística en dicha área;





d) Regular el comercio que afecte la flora, la fauna y su hábitat, en el área protegida;





e) En general, prohibir cualquier actividad que pueda causar efectos adversos sobre las especias, ecosistemas o procesos biológicos que protegen tales áreas, así como sobre su carácter de patrimonio nacional, científico, ecológico, económico, histórico, cultural, arqueológico o turístico.”.











ARTICULO VI





Zonas de Amortiguación





Las Partes acuerdan que establecerán, cuando ellas no existan, zonas de amortiguación –en las cuales los usos podrán ser regulados con la finalidad de asegurar el cumplimiento de los propósitos que inspiran este informe- en los alrededores de las áreas protegidas.








ARTICULO VII





Medidas para Prevenir, Reducir y Controlar la Contaminación de las áreas protegidas.








Las Altas Partes Celebrantes se comprometen a adoptar medidas tendientes a prevenir, reducir y controlar el deterioro ambiental, lo cual incluye la contaminación, producto de todo tipo de fuentes, de las áreas que se requiere proteger. Dichas medidas se adoptarán individual o colectivamente y, en todo caso, se esforzarán por armonizar sus políticas sobre la materia. 





Acuerdan, asimismo, que las medidas a adoptar, deberán incluir, entre otras, las destinadas a los siguientes propósitos: 





"1. Prohibir el vertimiento de sustancias tóxicas, perjudiciales o nocivas especialmente las de carácter persistente, procedentes de fuentes terrestres incluidos los ríos, estuarios, tuberías y estructuras de desagüe, desde la atmósfera, o a través de ella. 





2. Prevenir, reducir y controlar, en el mayor grado posible: 





a) La contaminación causada por buques, incluyendo medidas para prevenir accidentes y hacer frente a casos de emergencia y prevenir el vertimiento, sea o no intencional; 


b) El manejo y transporte de sustancias peligrosas; 


c) La introducción de especies de fauna y flora exóticas, incluyendo transplantes, y, 


d) Otras actividades susceptibles de producir deterioro ambiental.". 








ARTICULO VIII.





Evaluación del Impacto Ambiental.








Las altas Partes Contratantes acuerdan efectuar "la evaluación del impacto ambiental de toda acción que pueda generar efectos adversos sobre las áreas protegidas, estableciendo un procedimiento de análisis integrado sobre el particular". Asimismo, y con la finalidad de evitar los efectos mencionados precedentemente, acuerdan intercambiar opiniones relativas a actividades alternativas u otras medidas.





 


ARTICULO IX.





Investigación científica, técnica, educación ambiental y participación comunitaria.





Establece que las Partes, con la finalidad de contar con una base en materia de conservación y administración de las áreas protegidas, fomentarán la investigación de tipo científico y técnico, así como, la educación ambiental y la participación comunitaria. 








ARTICULO X.





Normas de Cooperación.








Dispone que las Partes procurarán cooperar en la administración o conservación de las áreas protegidas, acción que se realizará por medio de la Secretaria Ejecutiva que contempla el Protocolo en estudio. Para tal efecto, intercambiarán información relativa a los programas e investigaciones que se realicen en ellas ya las experiencias que aquéllos arrojen. Por su parte, el Secretario Ejecutivo podrá requerir información de las universidades y de las entidades especializadas de los Estados Partes. 





Establece, asimismo, que las Partes promoverán programas de asistencia, de diversas índoles, referida a las áreas protegidas. 





La referida asistencia abarcará, entre otros aspectos, los siguientes: 


"i. Formación de personal científico y técnico. 


ii. Participación en los programas respectivos. 


iii. Provisión de expertos y equipos. 


iv. Prestación de facilidades y servicios de asesoramiento para programas de investigación, vigilancia, educación, turismo y otros. 


v. Organización de un archivo técnico de la legislación especializada en cada uno de los Estados Partes. 


vi. Difusión de la información especializada sobre las áreas protegidas.". 








ARTICULO XI.





Educación Ambiental.








Las Partes acuerdan fomentar la educación ambiental, así como, también, la participación comunitaria en lo referente a la conservación y el manejo de las áreas protegidas. 


 





ARTICULO XII.





Autoridades de las Areas Protegidas.








Dispone que las Partes proporcionarán, por medio de la Secretaria Ejecutiva, información relativa a: 





"a) La organización y autoridades nacionales competentes en la administración de las áreas protegidas. 


b) Programas de investigación en las áreas protegidas.". 








ARTICULO XIII.





Cumplimiento de Sanciones.








Cada Alta Parte asume el compromiso de ocuparse del fiel cumplimiento del contenido normativo del Protocolo en informe. De igual modo, se compromete a tomar las medidas legales y administrativas, que se encuentren a su alcance, para "prevenir o sancionar cualquier actividad que viole estas disposiciones". 





Asimismo, cada Parte informará a la secretaria Ejecutiva sobre las medidas que adopte en cumplimiento de la norma analizada precedentemente. 











ARTICULO XIV.





Reuniones de las Altas Partes Contratantes.








Dispone que las Partes celebrarán reuniones ordinarias y extraordinarias. Las primeras, se realizarán cada dos años, por los menos, y, las segundas, en cualquier momento, cuando así lo soliciten por lo menos, dos de sus miembros. Las reuniones serán convocadas por la Secretaria Ejecutiva. 





En las reuniones de carácter ordinario las Partes podrán analizar, entre otros, los aspectos que más adelante se mencionan, respecto de los cuales podrán adoptar las resoluciones que les parezcan apropiadas. Los referidos aspectos son, a la letra, los siguientes: 





"a) El grado de cumplimiento del presente Protocolo y la eficacia de las medidas adoptadas, así como la necesidad de desarrollar otro tipo de actividades en cumplimiento de los objetivos de este Protocolo; 





b) La necesidad de enmiendas o reformas de este Protocolo, así como la conveniencia de ampliar o modificar las resoluciones adoptadas en virtud de él; 





c) El desarrollo de cualquier otra función que pueda resultar de beneficio para el cumplimiento de los propósitos de este Protocolo.". 








ARTICULO XV.





Secretaría Ejecutiva del Protocolo.





En lo que dice relación con la administración y operación del Protocolo que suscriben, las Partes acuerdan designar como Secretaria Ejecutiva del mismo al la Secretaria General de la Comisión Permanente del Pacifico Sur, CPPS. En la primera reunión que celebren, las Partes examinarán tanto la forma como el financiamiento de la función que le encomiendan a la referida Comisión. 








ARTICULO XVI.





Vigencia.





Dispone que el Protocolo en análisis entrará en vigencia "60 días después del depósito del tercer instrumento de ratificación en la Secretaria General de la Comisión Permanente del Pacifico Sur". 











ARTICULO XVII





Denuncia.








Establece que cualquiera de las Partes podrá denunciar el Protocolo una vez transcurridos dos años, contados desde la entrada en vigencia del mismo respecto a la Parte que lo denuncie. 





Dispone, además, que la denuncia deberá efectuarse por medio de notificación escrita a la Secretaria Ejecutiva, organismo que la comunicará, de inmediato, a las demás Partes. La denuncia producirá sus efectos "a los 180 dias de la referida notificación". 


 


ARTICULO XVIII.





Enmiendas.








Preceptúa que el Protocolo podrá ser enmendado, únicamente, por la unanimidad de las Partes contratantes. Agrega que las enmiendas deberán ser ratificadas y entrarán en vigor después que se haya depositado en la Secretaria Ejecutiva el tercer instrumento de ratificación. 








ARTICULO XIX.





Adhesión.





Dispone que el Protocolo queda abierto a la adhesión de todo Estado ribereño del Pacifico Sudeste. (Disposición que se extiende a los Estados latinoamericanos ribereños de Pacifico Oriental). 





Contempla, además, disposiciones relativas a la forma de realizar la adhesión y acerca de la entrada en vigor del Protocolo para el Estado que adhiera. 








ARTICULO XX.





Reservas.





Establece que el Protocolo que se analiza no admitirá reservas. 








---








Conforme a lo preceptuado en el articulo 108 del Reglamento, en relación con el articulo 31 del mismo, se sometió la iniciativa -por tratarse de un asunto de articulo único- a discusión general y particular, a la vez. 





Luego de haber efectuado un análisis pormenorizado de las normas del Protocolo, en el cual se comprobaron diversos errores dactilográficos, vuestra Comisión de Relaciones Exteriores, tras un debate en el que participaron todos sus miembros, llegó a la conclusión que el referido instrumento resultaría útil en la importante tarea de proteger nuestro ecosistema -en el caso, las áreas marinas y costeras de que trata- de las constantes amenazas de que es objeto. 





En mérito de las consideraciones precedentes, vuestra Comisión de Relaciones Exteriores, por unanimidad, tiene a honra proponeros la aprobación por 


del siguiente: 





“PROYECTO DE ACUERDO








Artículo único.- Apruébase el "protocolo para la Conservación y Administración de las Areas Marinas y Costeras Protegidas del Pacifico Sudeste", adoptado en Paipa, Colombia, el 21 de septiembre de 1.989.".








Acordado en sesión del día de hoy, con asistencia de los Honorables Senadores señores Beltrán Urenda Zegers (Presidente), Arturo Alessandri Besa, Ronald Mc Intyre Mendoza y Sergio Páez Verdugo.


 


Sala de la Comisión, a 12 de Enero  de 1.993.











CARLOS HOFFMANN CONTRERAS


Secretario


